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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 9 de agosto de 2024. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual 

se propone reformar la fracción IV, del artículo 136 de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Guanajuato, se señala lo 

siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 30 de julio 

de 2024, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio del 

presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 28, celebrada el 2 de AGOSTO del año 2024, se dio 

cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Extraordinaria de Pleno número 34, celebrada el 8 de 

AGOSTO de 2024, se aprobó este documento en los términos que más 

adelante se detallan; en consecuencia se conformó la actual opinión 

jurídica. 
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En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por el grupo 

parlamentario de «MORENA», a efecto de reformar la fracción IV, del 

artículo 136 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Guanajuato, y que en lo esencial hace referencia a los argumentos que 

a continuación se exponen: 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

Antecedente: 

La iniciativa en estudio plantea establecer limitaciones a los 

organismos autónomos en la asignación de sistemas complementarios 

de seguridad social o sus equivalentes.  

Dicha limitante establece que no se otorgarán beneficios o 

prestaciones mayores al veinticinco por ciento al salario promedio de 

cotizaciones del Instituto Mexicano de Seguridad Social o el Instituto de 

Seguridad Social del Estado de Guanajuato, ni podrán comprometer 

más de un cero punto veinticinco por ciento de su presupuesto anual, 

mediante la implementación de sistemas complementarios de 

seguridad social, jubilaciones o pensiones. 

En consecuencia, la iniciativa en cuestión propone reformar la 

fracción IV del artículo 136 de la Constitución Política del Estado de 

Guanajuato. 

En cuanto a la propuesta de reforma en lo general: 
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El iniciante de la propuesta de reforma funda su pretensión en 

algunos casos que resultaron mediáticos dentro del Estado de 

Guanajuato, sin embargo, se omite realizar un análisis riguroso del caso 

concreto, para efecto de verificar que efectivamente existe una 

problemática que debería ser regulada por la Constitución Política del 

Estado.  

Asimismo, funda la iniciativa en una comparación entre las 

jubilaciones recibidas por el grueso de la población mediante los 

sistemas ordinarios denominados “AFORES” y los sistemas 

complementarios establecidos por dos instituciones autónomas en el 

estado de Guanajuato. Sin embargo, además de omitir el análisis de 

los casos en específico, se intenta comparar dos sistemas con 

naturalezas jurídicas diversas, como lo son los sistemas 

complementarios de seguridad social. 

Cabe señalar que, es cierto que los sistemas actuales de seguridad 

social que corresponden al grueso de la población precarizan a los 

trabajadores jubilados, no obstante, lo que debería buscarse es un 

fortalecimiento de dichos sistemas, a efecto de asegurar la subsistencia 

de quienes actualicen los requisitos para su jubilación. 

En cuanto a la propuesta de reforma en lo particular: 

Se considera necesario que, previo a la implementación de una 

reforma como la que se plantea, se analice si dicha reforma no vulnera 

la autonomía de estos organismos, pues su propia naturaleza jurídica 



 

5 

 

estos poseen patrimonio propio e independencia funcional y 

financiera.  

Los órganos autónomos son aquéllos que no se adscriben a los 

poderes tradicionales del Estado. Actúan con independencia en sus 

decisiones y estructura orgánica, depositarios de funciones estatales 

que se busca desmonopolizar, especializar, agilizar, independizar, 

controlar y/o transparentar ante la sociedad, con la misma igualdad 

constitucional. 1 

La separación de poderes no es solo una manera más eficiente de 

ejercer el poder político, sino que de ello depende la libertad de los 

ciudadanos: si cualquiera de los tres poderes se une con otro sería la 

ruina de la sociedad política. Tal como afirma Montesquieu.2 

De acorde a lo establecido por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, la creación de este tipo de órganos no altera o destruye la 

teoría tradicional de la división de poderes, pues la circunstancia de 

que los referidos órganos guarden autonomía e independencia de los 

poderes tradicionales, no significa que no formen parte del Estado 

mexicano, pues su misión principal radica en atender necesidades 

 

1 Órganos Constitucionales autónomos. Ugalde Calderón F. V. Revista del instituto de la judicatura federal · núm. 
29. 
https://escuelajudicial.cjf.gob.mx/publicaciones/revista/29/Filiberto%20Valent%C3%ADn%20Ugalde%20Calde
r%C3%B3n.pdf  

2 Puerta Martínez, Y., Guamán Calderón V. F., Navarro Cejas, M.C y Centeno Maldonado (2019, 15 de 
noviembre) La influencia de Aristóteles en la organización del Estado. Consultado el 4 de agosto del 2024 en: 
https://revista.uniandes.edu.ec/ojs/index.php/EPISTEME/article/view/1755/994#:~:text=Al%20primero%2C%20el%20p
oder%20legislativo,o%20juzgar%20los%20delitos%20particulares.  

https://escuelajudicial.cjf.gob.mx/publicaciones/revista/29/Filiberto%20Valent%C3%ADn%20Ugalde%20Calder%C3%B3n.pdf
https://escuelajudicial.cjf.gob.mx/publicaciones/revista/29/Filiberto%20Valent%C3%ADn%20Ugalde%20Calder%C3%B3n.pdf
https://revista.uniandes.edu.ec/ojs/index.php/EPISTEME/article/view/1755/994#:~:text=Al%20primero%2C%20el%20poder%20legislativo,o%20juzgar%20los%20delitos%20particulares
https://revista.uniandes.edu.ec/ojs/index.php/EPISTEME/article/view/1755/994#:~:text=Al%20primero%2C%20el%20poder%20legislativo,o%20juzgar%20los%20delitos%20particulares
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tanto del Estado como de la sociedad en general, conformándose 

como nuevos organismos que se encuentran a la par de los órganos 

tradicionales. 

Fundamento Constitucional.  

Actualmente el supremo poder de la federación se divide para su 

ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial3, elevándose de esta 

manera a la categoría de estado moderno, factor fundamental para 

la vida internacional de la nación y su relación con los demás estados. 

Recalcando de esta manera, la división de poderes surge de una 

apremiante necesidad de limitar el poder del estado, con el objetivo 

de evitar la concentración de poderes en pocos individuos, esto a 

través de un sistema de pesos y contrapesos. Precisamente por esto, se 

optó por la creación de Instituciones capaces de disminuir el poder de 

algunos de los poderes tradicionales, que a su vez no se encuentren 

sujetos a estos poderes, a modo de garantizar un equilibrio 

constitucional y político.  

Constituyéndose de esta manera los organismos autónomos a 

modo de respuesta de lo planteado anteriormente, quienes, además 

cuentan con una gestión propia de su patrimonio del cual se es 

responsable, así como están investidos de personalidad jurídica.  

 

3 Congreso de la Unión (2024) Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Título Tercero, Capítulo I, 
Artículo 49. Ciudad de México: Congreso de la Unión.  
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Considerando que, para alcanzar los medios necesarios para lograr sus 

metas y objetivos designados, podrán modificar su reglamento interior 

a modo de adaptarse a la necesidad recurrente en el servicio público.  

Así dichos organismos son concedidos bajo las siguientes ideas: 

1-Equilibrio constitucional basado en los controles de poder, 

evolucionando de esta manera la teoría tradicional de la división de 

poderes dejándose de concebir la organización del Estado con los tres 

tradicionales (Ejecutivo, Legislativo y Judicial) que, sin perder su 

esencia, debe considerarse como una distribución de funciones o 

competencias, haciendo más eficaz el desarrollo de las actividades 

encomendadas al Estado. 

2-Adquiriendo garantías de actuación e independencia en su 

estructura orgánica para que alcancen los fines para los que fueron 

creados, es decir, para que ejerzan una función propia del Estado que 

por su especialización e importancia social requería autonomía de los 

clásicos poderes del Estado.  

De los servidores públicos.  

Un elemento indispensable para el desarrollo de las funciones 

públicas derivadas de cualquiera de los tres niveles de poder es el 

capital humano, por el cual se conforman todas las instituciones de 

nuestro país, abordando así, podemos definir al servidor público como 

la persona que presta sus servicios al Estado, que tiene como objetivo 
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atender las atribuciones, funciones o tareas legamente asignadas. 4 

Teniendo mención el artículo 108 de la Constitución, primer párrafo y 

cito “se reputarán como servidores públicos a los representantes de 

elección popular, a los miembros del Poder Judicial de la Federación, 

los funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que 

desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en 

el Congreso de la Unión o en la Administración Pública Federal, así 

como a los servidores públicos de los organismos a los que esta 

Constitución otorgue autonomía”. 5  

Analizando así los regímenes bajo los cuales gozan los servidores 

públicos de sus derechos, los cuales se encuentran consumados en el 

artículo 123 apartado B, el cual regula las relaciones laborales de los 

trabajadores con los poderes de la Unión, así como los derechos y 

prestaciones que gozan, los cuales han sido elevados a rango 

constitucional. Podemos encontrar su equivalente en la Constitución 

Política del Estado de Guanajuato en el artículo 1346, que reitera los 

puntos sobre los derechos anteriormente citados.  

 

 

4 García Ramírez S. Uribe E. (2017) Derechos de los servidores públicos. p. 5. Instituto de Investigaciones Jurídicas 
de la UNAM. 

5 Congreso de la Unión (2024) Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Art. 108 primer párrafo. 
Ciudad de México: Congreso de la Unión 

6 Congreso del Estado de Guanajuato (2024) Constitución Política del Estado de Guanajuato. Art. 145.  
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Los organismos autónomos desde su concepción han sido dotados 

de autonomía en diversas ámbitos y formas, bajos los cuales destacan 

los siguientes tipos: 

1. Financiera-presupuestaria: Es decir, estos organismos que gozan 

de la facultad de definir y proponer sus propios presupuestos y, 

de disponer de los recursos económicos que les sean asignados 

para el cumplimiento de sus fines. Ello garantiza su 

independencia económica. Siendo la capacidad para 

proyectar, gestionar y ejercer su presupuesto, así como estar en 

posibilidad de generar recursos propios.  

2. Normativa: Consiste en que se encuentran facultados para emitir 

sus reglamentos, políticas, lineamientos y, en general, todo tipo 

de normas relacionadas con su organización y administración 

internas. 7 

Conclusión.  

La existencia de los órganos autónomos en el sistema jurídico 

mexicano se justifica porque es necesario encomendarles tareas 

primordiales del Estado, con el fin de obtener una mayor 

especialización, agilización, control y transparencia para atender 

eficazmente las demandas sociales; sin que con ello se altere o 

 

7 Órganos Constitucionales autónomos. Ugalde Calderón F. V. Revista del instituto de la judicatura federal · núm. 
29. 
https://escuelajudicial.cjf.gob.mx/publicaciones/revista/29/Filiberto%20Valent%C3%ADn%20Ugalde%20Calde
r%C3%B3n.pdf 

https://escuelajudicial.cjf.gob.mx/publicaciones/revista/29/Filiberto%20Valent%C3%ADn%20Ugalde%20Calder%C3%B3n.pdf
https://escuelajudicial.cjf.gob.mx/publicaciones/revista/29/Filiberto%20Valent%C3%ADn%20Ugalde%20Calder%C3%B3n.pdf
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destruya la tradicional doctrina de la división de poderes. Lo anterior, 

no significa que no formen parte de las autoridades, pero su 

característica principal es que su actuación no está sujeta ni atribuida 

a los depositarios tradicionales del poder público. 

Expuesto lo anterior, se considera determinante resaltar la 

autonomía y la independencia en todos sus tipos de estos organismos, 

y de no sentar precedentes para su injerencia por parte de los demás 

poderes de las entidades federativas a través de las reformas a sus 

constituciones locales como se pretende en el caso en estudio. Dicha 

autonomía implica el respeto a la manera a través de la cual disponen 

de sus recursos económicos, siempre y cuando vayan a acorde al 

cumplimiento de sus fines y objetivos.   

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 


